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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Representante Ruben Obispo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, José Homero Mello, Ricardo Molinelli y Alberto 
Perdomo. 


INVITADOS: Por la Mesa Nacional de Gas Vehicular, señores Eduardo Fagúndez, Coordinador de la 
Mesa; Julio Klanian, Daniel Calaff, Roberto Etchegoimberry y licenciada Vannesa García 
Casaus. 


Por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, señor Ministro, doctor José Pedro 
Bordaberry; contador Roberto Acle Tammaro, Subsecretario; ingeniero Álvaro Bermúdez, 
Director Nacional de Energía; economista Carlos Costa, Presidente de la Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua (URSEA); ingeniera Julia Antmamn, Gerente; e ingenieros 
Augusto Tricotti y Jacques Montouliu Fusario, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a representantes de la Mesa 
Nacional del gas vehicular. 


SEÑORA GARCÍA CASAUS.- En primer lugar, quiero agradecer que nos hayan dado la oportunidad 
de contarles un poco cuáles son las preocupaciones y el interés de la Mesa. 


En segundo término, deseo explicar cómo se ha formado la Mesa. Esta se formó a iniciativa de los 
legisladores Arregui y Mello, a raíz de la reunión que se hizo el día 12 de febrero en el Parlamento y los 
integrantes que se mostraron interesados en participar fueron todos los distribuidores de gas, tanto de gas por 
cañería como de GLP: También se mostró interesada la agrupación de talleres mecánicos, los proveedores de 
equipamiento para estaciones de gas, “kits” de conversión vehicular, los docentes en conversiones 
vehiculares y los legisladores; también mostraron interés un economista y un contador, quienes nos están 
asesorando con la parte de números para poder demostrar, de alguna manera, las ventajas que esto tendría. 


Los señores Diputados Mello y Arregui han presentado un proyecto de ley, al cual nos adherimos en forma 
grupal para que esto salga. Debemos tener en cuenta que hay un reglamento para el uso del GNC -que es el 
gas natural comprimido-, el que está en manos del Poder Ejecutivo desde mayo del año pasado y que de 
alguna manera ha estado quieto y no se ha dinamizado. 


Obviamente, frente a la llegada efectiva del gas natural queremos que esto se dinamice. Esto en cuanto al gas 
natural. 


Con respecto al GLP hay una prohibición expresa del año 1974 que prohibe la circulación de los vehículos. 
Sin embargo, hay una gran preocupación porque a pesar de esa prohibición todos sabemos que hay autos 
circulando con garrafas de trece kilos. Creemos que la aprobación de este proyecto de ley pondría en 
funcionamiento la fiscalización, la reglamentación y posibilitaría al público en general la correcta utilización 
de estos combustibles gaseosos. 


Es importante señalar que en este momento el gas natural ya está en Uruguay y que las empresas 
distribuidoras estarían en condiciones de suministrar a las empresas o estaciones que estuviese interesadas en 
utilizarlo. Lo que falta para que esto sea posible es la aprobación del reglamento o una ley que habilite el uso. 


SEÑOR FAGÚNDEZ.- Soy coordinador de la Mesa nacional del gas. 


Básicamente, haré mi exposición en dos etapas. Lo primero que señalaré es algo muy breve, después hablará 
el señor Klanian del centro de talleres de Montevideo, y luego explicaré el tema económico y la perspectiva 
de sustitución de combustible dentro del país. 


El problema al que nos enfrentamos hoy en día -además de la normativa- es un tema de definición de precios 
y una política clara en esa materia por parte del Poder Ejecutivo. Hoy en día no tenemos una paramétrica 
real; sí tenemos pensamientos por supuestos que se han manejado. A nivel económico es muy difícil llegar a 
calcular la incidencia que pueda tener la sustitución de combustibles líquidos por gaseosos. 


Vamos a manejar lo que son las experiencias de países vecinos y además de eso manejaremos números que 
hemos calculado nosotros en base a cosas bastante aproximadas y de acuerdo a la información que hemos 
podido recabar. 


Me gustaría dejar asentado que por el momento no existe una definición concreta por parte del Gobierno de 
cual va a ser el precio de los combustibles gaseosos dentro del país. 


Ahora nos gustaría desarrollar toda la parte laboral, es decir, toda la parte que encierra el tema de las 
conversiones vehiculares y dentro de la economía nacional que es lo que va a mover además de combustibles. 


SEÑOR KLANIAN.- El planteamiento que vamos a formular es respecto a los talleres, que nosotros 
agrupamos. 


Lamentablemente, debido al precio del combustible, la gente ha dejado de usar sus vehículos y ha mermado 
en forma considerable el trabajo en los talleres. Eso ha obligado a cerrar talleres, a que varios de sus 
empleados emigraran y a una reducción en la actividad de las casas de repuestos porque al no haber 
movimiento, tampoco trabajan como antes. 


El uso del gas va a aumentar la demanda de mano de obra y se van a crear nuevos puestos de trabajo no sólo 
para la instalación del equipo, que no es específicamente a lo que nosotros apuntamos. Nuestra idea es que se 


reactive el parque automotor para que se gaste en lubricantes, cubiertas e insumos para vehículos de manera 
que trabaje nuestra agrupación y las casas de repuestos. 


También se vería incrementado el trabajo en las estaciones de servicio donde se van a generar impuestos y 
mano de obra porque van a tener que adaptarse y equiparse para poder vender gas. Las conversiones también 
van a tener que tecnificar al personal y los vehículos se van a tener que arreglar porque para poder instalar 
equipamientos de gas el auto tiene que estar en perfecto funcionamiento. Muchos coches tendrán que 
ajustarse, hacerles cambios de aros y todo eso va generar demanda de mano de obra e impuestos para el 
Estado y va a crear más movimiento. 


SEÑOR FAGÚNDEZ.- Como la Mesa Nacional está compuesta por un grupo muy heterogéneo, 
básicamente, todos los intervinientes en el quehacer del gas, sobre todo, para uso vehicular, podemos 
dilucidar cualquier duda que pueda surgir. 


En la Mesa comenzamos a hacer unos estudios en base a los costos posibles del producto, principalmente, el 
gas natural comprimido. Partimos de la base de un costo por metro cúbico que ya está definido a nivel de 
distribuidor mayorista y le colocamos ciertos impuestos y márgenes de comercialización que consideramos 
razonables en cuanto al margen de comercialización y distribución minoritaria, de acuerdo con lo que 
establece el artículo 21 de la Ley N*_17.453 donde se establece cuál es la carga impositiva que pueden tener 
los combustibles gaseosos en el Uruguay. De acuerdo a nuestra interpretación, el gas natural, el gas líquido y 
el supergás deberían tener la misma carga impositiva que el gas oil. El Poder Ejecutivo definiría las bases 
imponibles y algunas otras formas de recaudación de ese tipo de impuestos. 


Basándonos en la primera cláusula hemos llegado a calcular un precio de $ 10.59 por metro cúbico de gas 
natural comprimido en boca de expendio, es decir, para el consumidor final, para la persona que va a cargar 
el vehículo en una estación de carga. Eso es usando la paramétrica que podemos manejar de acuerdo con los 
números que tenemos. 


Desde nuestro punto de vista, ese es un valor razonable para el mercado; quizás, comparado con los precios 
de nuestros vecinos resulta un poco más caro pero para nuestro mercado continúa siendo razonable. Además, 
permite una diversidad de acciones y de conversiones de manera que Uruguay tenga una muy buena opción 
para modificar su política o matriz energética. 


Mantuvimos algunas reuniones con el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, con el Director 
Nacional de Energía y con algunos otros integrantes del Ministerio y hemos notado que la preocupación 
mayoritaria del Gobierno consiste en sustituir el déficit que tenemos en cuanto a gas oil. Por declaraciones y 
comentarios del señor Ministro Bordaberry salió a luz que lo que le interesa al Gobierno es sustituir un 35% 
del gas oil que el país importa. Analizándolo desde ese punto de vista y basándonos en el costo que hemos 
logrado obtener estamos viendo que -teniendo en cuenta la óptica de las autoridades- la primera intención es 
habilitar la conversión vehicular, principalmente, para las flotas de taxímetros y de transporte colectivo 
metropolitano. Analizando el tema y teniendo en cuenta la sustitución de gas oil por gas hemos llegado a la 
conclusión de que esto es factible siempre que el Gobierno ofrezca determinadas condiciones en términos 
generales: precios y reglas de juego claras a largo plazo que permitan a las empresas hacer inversiones, 
recuperarlas y obtener una rentabilidad mayor y mejor. 


Tomando el caso de sustitución de gasoil por gas, estamos viendo que, por ejemplo, las compañías de taxis 
antes tenían un consumo aproximado de 1.000 litros de gasoil por mes y actualmente ronda los 500 litros, 
porque los taxis están circulando menos. La sustitución de ese tipo de vehículos usando gas permitiría que 
volvieran a circular, tal vez no utilizando los 1.000 litros equivalentes en gas, pero sí un poco más de lo que 
se está andando ahora. 


Asimismo, teniendo en cuenta que la carga tributaria especificada en la ley establece que sea similar o igual a 
la del gasoil, una comparación a simple vista permitiría saber que si sustituyo gasoil por gas no habría ningún 
tipo de incidencia a la baja en cuanto a la recaudación fiscal directa por impuestos en el combustible. Sí 
habría una mejora, porque lo que va a producir es que algunos vehículos a gasoil que actualmente no están 
circulando -como, por ejemplo, los taxis- puedan andar más y, por lo tanto, vender más combustible y 
recaudar más por concepto directo de impuestos. 


Pero pensando simplemente en el ámbito que manejaron el señor Ministro y el Director Nacional de Energía, 
que es la perspectiva más plausible a corto plazo, analizamos cuál es el consumo que tienen tantos los 
taxímetros como el transporte colectivo capitalino y llegamos a la conclusión de que mensualmente se 
consumen 8:000.000 de litros de gasoil en ambos rubros. Eso representa el 14,75% de gasoil que se consume 
mensualmente en nuestro país, o sea que estamos hablando de que es casi la mitad de lo que el país 
necesitaría sustituir por la deficiencia de importación contra lo que es refinado. Entonces, desde el punto de 
vista de mejora de la ecuación económica país, permite lograr una sensible reducción de esa ecuación, y 
desde el punto de vista impositivo, va a permitir la posibilidad de obtener mayores recaudaciones, porque hay 
que tener otros factores en cuenta, que vamos a detallar más adelante. 


Otro de los temas es qué pasa con los demás vehículos, porque el señor Ministro maneja en primera instancia 
concretamente los ómnibus y taxis. Desde el punto de vista de la recaudación impositiva, permite abrir el 
espectro para todos los vehículos gasoleros, porque si sustituimos diferentes combustibles con la misma 
cantidad de impuestos, estamos recaudando lo mismo. 


Hay otro tema, que es el de la sustitución de las naftas. El problema que se plantea en ese punto es que las 
naftas poseen una carga impositiva considerablemente mayor que la que tiene el gasoil y, por consiguiente, 
considerablemente mayor que la que tiene el gas. 


Pero, antes de entrar concretamente a la conversión de los vehículos a nafta, hay una realidad que es la 
siguiente. Hemos realizado algunos estudios y análisis que demuestran que desde el año 2000 al año 2002 el 
consumo de combustible ha caído en forma real en el país. Es decir que tenemos una sensible caída en la 
venta de combustibles -y en los últimos tiempos con más razón aún- pero, de acuerdo con información 
obtenida del Instituto Nacional de Estadísticas, hemos encontrado que dentro del conjunto global de la 
economía nacional el combustible y almacenamiento con relación al transporte en el año 1983 incidía un 
4,74% y en el año 1996 un 8,72%. Estamos hablando de un producto cuya venta cayó y de un producto que 
es fundamental para la economía de todo país. La incidencia de ese producto pasa de un 4,74% a un 8,72%, 
lo que implica un 4% dentro de la economía global del país en un producto que, reitero, está siendo 
consumido en menor cantidad. Esto denota la necesidad de una modificación dentro de la planificación 
energética del país para lograr un combustible más barato a fin de satisfacer la necesidad de bajar los costos 
operativos o incidentes en el país con relación al transporte y almacenamiento, específicamente. 


Una vez que establecimos esto, pasamos al tema naftas. En todo el mundo -principalmente en los países 
ligados a nosotros como Brasil y Argentina- los vehículos nafteros se han convertido paulatinamente. No es 
una conversión explosiva, no es que deje de vender 100.000 litros de nafta de la noche a la mañana, no es así. 
Lo que se debe tener en cuenta es que siempre se invierte antes, es decir, que hay que invertir en gasoductos, 
en estaciones, en mejoras, en estudios y en una cantidad de cosas para que todo empiece a caminar y que los 
vehículos -estamos hablando de los vehículos a nafta- empiecen a convertirse. Eso no es algo paulatino; en 
Brasil en tres años se convirtió el 1,6% de su parque automotor y en Argentina, en diecinueve años de uso de 
gas vehicular, se convirtió solamente un 14% del parque. Lo más importante es que tanto el 1,6% brasileño 
como el 14% argentino, genera una dinamización de la economía. Es un movimiento que genera eso porque 
no es solo que una persona cambie un auto y se terminó. Esto hay que entenderlo, y tal vez en el país no se 
está entendiendo. Eso mueve los talleres, las estaciones, la industria repuestera y demás, eso genera un 
movimiento global de la economía que no es simplemente un litro de nafta por metro cúbico de gas. Eso es lo 
importante que hay que entender; no es que dejo de vender una cosa y paso a vender otra más barata, no es 
que recaudo menos por un lado que por otro; no es así. Es un espectro muy amplio; es un número muy 
complicado. Y en todos los países en que se ha instaurado y funciona el tema del gas, las recaudaciones de 
los Estados han ido ““in crescendo”, han aumentado, nunca han disminuido. Entonces, el tema de que 
actualmente no es posible cuantificar la problemática o de la incidencia directa por recaudación impositiva 
por los diferentes combustibles se da por una razón sencilla: porque al día de hoy el Gobierno no ha definido 
o no ha publicado cuál es la pauta y cuáles son los valores que se manejan. 


Entonces, en primera instancia, lo que podemos concluir dentro del sistema de naftas es que no hay que 
tenerle miedo a la conversión de los vehículos a nafta, porque es progresiva. Es bien sencillo: no puedo 
convertir un vehículo si no tengo dónde cargarlo, y no tengo dónde cargarlo si no tengo vehículo que surtir. 
Entonces, es el huevo y la gallina; primero tienen que surgir las inversiones, las infraestructuras y luego 
empiezan las conversiones, o sea, lo que genera impuestos e ingresos al Estado por todo tipo de conceptos. 


En particular, en nuestro país -y lo hemos visto reflejado en los países vecinos- lo que se ha visto mucho es 
una dinamización general del comercio, y ha permitido bajar costos operativos de las empresas. Por ejemplo, 
si tomamos al transporte colectivo de Montevideo, podemos decir que permite mejorar la rentabilidad de una 
empresa, que puede permitir básicamente mejorar su flota, las condiciones laborales de los empleados y 
reducir el precio del boleto. Además, se estaría produciendo una considerable mejora medioambiental. Quizás 
no esté cuantificado el nivel de costos medioambientales, pero Uruguay gasta mucha plata en las alergias, 
tanto cutáneas como respiratorias y, a nivel internacional, se estudia que eso se debe a emanaciones de 
combustión interna de combustibles líquidos. 


Asimismo, podemos decir que la conversión permite tener una disminución de costos globales de todo tipo 
de transportes, tanto de bienes, de servicios como de mercaderías en general. También mejora el parque 
automotor, porque todos los vehículos convertidos van a tener que sufrir revisiones periódicas y van a estar 
mejor controlados. Actualmente, tenemos un Computest que a veces se hace y otras no, pero esto va a ser 
diferente porque permite un muy buen control del vehículo. Por otra parte, uno de los aspectos interesantes e 
importantes es que va a permitir una dinamización del turismo interno y externo y una compatibilización con 
países vecinos. Hemos tenido visitas -inclusive el señor Diputado Mello ha estado presente- en las que la 
gente de Argentina nos ha manifestado que para venir a Uruguay tienen que pensar dos veces por el costo del 
combustible, y eso ha quedado asentado en más de una oportunidad. 


Además, pienso que ayudaríamos al país a disminuir esa diferencia que tiene de importación de gasoil que 
actualmente es perjudicial. Además, ello va a permitir el uso del gas vehicular en forma general y dinamizar 
una cantidad de cosas que hoy en día en el país no se están haciendo. El objetivo de la Mesa Nacional del 
Gas es tratar de que todo eso suceda y de que todos tengamos la posibilidad de contar con gas. 


Básicamente, esta es la exposición que teníamos para hacerles; de todas maneras, les vamos a entregar una 
carpeta que contiene los temas aquí planteados y les haremos llegar más información acerca de los estudios 
económicos realizados, para poder ir centrando nuestra perspectiva frente a lo que puede llegar a ser esta 
iniciativa. 


SEÑOR MELLO.- En el mismo sentido de quienes han estado hablando sobre la utilización del gas en 
vehículos, quería trasladar, por lo menos a los miembros de la Comisión, el interés que ha despertado 
este proceso que nosotros hemos ido acompasando poco a poco. 


Debemos decir que el proyecto de ley que hemos presentado con el señor Diputado Arregui es fruto de 
observar la realidad del país. Inmediatamente después de que elevamos la minuta de comunicación -la que 
luego se trasladó a un proyecto de ley-, las expectativas que había alrededor de este proyecto de ley dieron 
lugar a lo que hoy se dijo: primero a un gran encuentro de todos los sectores interesados en este proyecto y 
luego a la Mesa Nacional del Gas Vehicular, que está trabajando en el tema. Además, hemos podido constatar 
-sobre todo en el interior del país- que lo que decimos es verdad: el interior del país está muy interesado en 
este proyecto de ley. La Mesa Nacional del Gas Vehicular realizó dos Expo Gas, donde se mostraron los 
distintos autos que funcionan a gas natural comprimido o a gas licuado de petróleo; en Mercedes, Soriano, se 
hizo una exposición regional a la que concurrió gente de Río Negro, de Colonia, y de todos los pueblos de 
Soriano -había más de ciento cincuenta personas-; también se realizó otra en Paysandú, a la que concurrieron 
más de cien personas, entre las que había gente de Salto, de Young y de Río Negro. Está demostrado que no 
estamos alejados de la realidad del país, que es que se está necesitando, en cierta medida -como decía muy 
bien el señor Fagúndez-, orientar nuestra matriz energética a solucionar los problemas urgentes y creemos -lo 
volvemos a resaltar- que es un proceso en el que se pueden ir abriendo puertas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que este es un tema de interés. En la Comisión hemos 
coincidido en la necesidad de que el país cuente con políticas energéticas y de que se definan cosas y en 
ese aspecto estamos trabajando. 


El señor Ministro, cuando estuvo en el Senado, hizo -entre otras cosas- el planteo que acaba de realizar el 
señor Fagúndez en cuanto a la posibilidad de conversión, en una primera etapa, del transporte público. Una 
de las cosas que decía también era que transformar un motor diesel era más costoso que transformar un motor 
a nafta y que existía el inconveniente de que ese motor quedaba preso del gas. A su vez, dio cifras de lo que 
eso le saldría a CUTCSA y a los taxímetros. Quería saber -ya que una de las posibilidades que se plantea 


desde el punto de vista del Poder Ejecutivo es esa transformación- si eso es realmente así y si esas 
definiciones son correctas. Desde el punto de vista impositivo, tenemos las dos versiones, pero realmente en 
este tema queremos trabajar sobre datos concretos. 


SEÑOR FAGÚNDEZ.- Ese es un tema un poco complejo porque entramos en un ámbito comercial que 
tal vez hoy día no sea la funcionalidad o el objetivo de la Mesa. 


Desde mi punto de vista, dentro de un Estado existen el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y los privados. 
El Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo deben dar a los privados los instrumentos para trabajar, para vivir y 
para convivir. Lo que pueda opinar el señor Ministro de Industria, Energía y Minería o lo que pueda sugerir 
en términos de costos operativos a un privado, es un problema del privado. El privado va a analizar, en su 
momento, si le conviene cambiar un ómnibus, cambiar un motor, destruir el motor gasoil y transformarlo 
exclusivamente a gas, o hacer la conversión que sea. El Poder Ejecutivo debe dar a los privados las pautas 
claras, concretas, debe decirles: “señores, este es el ámbito en el que ustedes van a trabajar; esta es la 
perspectiva de futuro, este es el plazo en el cual van a poder manejarse y estas son las bases”. 


Estamos de acuerdo con que se manejan muchos números. Se puede decir que la conversión de un motor 
gasolero para un ómnibus puede costar entre US$ 6.000 y US$ 8.000; se puede manejar la sustitución de 
vehículos -hay que hacerlo; en algunos casos hay que hacer renovación de flota-, y por lo tanto 
probablemente tengamos que traer, en vez de coches que valgan US$ 60.000, otros que valgan US$ 45:000, 
con una diferencia principalmente de motor; también va a existir la posibilidad, en vez de gastar US$ 8.000, 
de cambiar el motor: sacar el motor gasolero poner uno a nafta. Son situaciones que el mercado ofrece de 
acuerdo con la conveniencia del privado, lo que está directamente relacionado con lo que el Estado le ofrece. 
Concretamente digo que si ponemos el gas natural comprimido a $ 25, nadie se va a convertir; si ponemos el 
gas licuado de petróleo a $ 30, nadie se va a convertir; pero si tenemos un gas a un precio irrisorio -nosotros 
lo calculamos en $ 10,59-, si el Gobierno nos dice que el precio final será de $ 7 y que a CUTCSA le costará 
$ 2, les puedo asegurar que todos se van a convertir. 


El Gobierno primero tiene que definir y después salir a decir o a consultar al privado cuál es la perspectiva. 
En la Mesa Nacional de Gas Vehicular también está la gente de CUTCSA y hace tiempo que venimos 
hablando con ellos, preguntándoles si han hecho estudios y nos responden que no pueden porque no tienen 
las pautas claras del Gobierno. Entonces, antes de conversar y de salir a decir cosas del particular, me parece 
que deberían hacer lo que tiene que hacer el Gobierno: dar las pautas para que el particular pueda hacer sus 
cálculos y saber si su negocio es rentable y si vale la pena. Estamos de acuerdo con que se manejan muchas 
cifras, pero las reales hoy en día no se pueden establecer por varias razones. 


SEÑOR ALONSO.- En las últimas horas hemos escuchado del señor Ministro -a quien vamos a recibir 
en un rato- algunas aproximaciones al tema; algunas de ellas pueden ser más o menos compartibles 
respecto de la posición del Ejecutivo, por lo menos la primaria. Sin embargo, quiero saber si podemos 
tener alguna impresión en algo similar o tangencial a lo que recién manejaba la visita, que es la 
evolución del precio del insumo, líquido y gaseoso, comparativamente, sobre el que desde el Ejecutivo 
se indica que hoy estaríamos viviendo valores mínimos con respecto al precio del gas y máximos con 
relación al líquido del gas. Esto puede parecer razonable; los valores del gas líquido están en cifras 
especialmente elevadas y sobre los del gas no conozco tanto la temática, pero podría darse. 


Para tener una mejor composición de lugar de este tema, quizás sería conveniente tener información 
vinculada -no hay por qué tenerla en este momento, pero quizás puedan acercarla en los próximos días si es 
que disponen de ella- a la evolución de los precios comparativos en una serie de cinco o diez años a nivel 
mundial, porque se me ocurre que a nivel regional se podrá tener o no; si se tiene, quizás sea mejor, a efectos 
de tener una idea más acabada con respecto a ese tema puntual. 


Ayer el señor Ministro en el almuerzo de ADM fue consultado puntualmente por este tema. Creo que expuso 
una batería de argumentos con respecto a un asunto que de antemano expresó que le resultaba favorable 
desde el punto de vista personal, aunque entendía que había determinadas circunstancias que condicionaban 
la puesta en marcha del mecanismo. Una de ellas era el precio y con esto no pretendemos confirmar lo que el 
señor Ministro diga; además, se lo vamos a pedir a él para poder tener la visión desde el punto de vista 
empresarial y la información disponible respecto de este tema para aproximarnos mejor al asunto. 


SEÑOR MOLINELLI.- Nosotros también consideramos de sumo interés que hoy la Mesa Nacional de 
Gas Vehicular esté en el seno de la Comisión de Industria, Energía y Minería para tratar un tema que 
la Comisión que ya habíamos abordado, inclusive en el correr del año pasado con el Director de 
Energía de aquel momento, el señor Patiño, y el señor Ministro Abreu. Como dijo aquí el coordinador 
de la Mesa, esos decretos se vienen trabajando hace prácticamente un año; inclusive, se hizo una 
consultoría para preparar los decretos y se contrató a ciertos especialistas, fundamentalmente 
argentinos porque son los que tienen una mayor experiencia en el tema. 


La reglamentación siempre estuvo pendiente; puede haber tenido algunas modificaciones porque el año 
pasado se hicieron consultas a todos los involucrados en el tema, ya sea públicos o privados. Finalmente 
llegamos a esta situación en la que la reglamentación, si bien como se dijo aquí en la reunión de la Comisión 
del Senado el señor Ministro puso a disposición de todos los legisladores la reglamentación es muy extensa, 
no sabemos si la inicial ha tenido modificaciones. Sin embargo, creemos que las modificaciones expuestas no 
han sido muchas, si bien hay una cantidad de temas técnicos y otros vinculados con la parte económica. 


Creo que la clave es el precio al cual estará el gas natural comprimido -GNC o GLP- y, por supuesto, los 
aspectos impositivos, aunque atrás estuviera todo el tema de la sustitución o no del gas por la nafta, con todos 
los problemas que acarrearía en cuanto a la refinación de petróleo que realiza ANCAP. 


El tema del precio realmente nos preocupa. La Cámara ha dicho -y nosotros lo hemos escuchado- que de 
acuerdo con los impuestos que regirían por imperio de la aplicación de las normas vigentes, el precio estaría 
alrededor de los $ 10,59; por supuesto este precio es menor que el del gasoil, en caso de sustituirlo sólo por 
este combustible. Es acá donde nosotros tenemos una duda en cuanto a cómo se compone ese precio por 
concepto de gas, transporte, distribución y demás. En ese sentido, ayer la Comisión estuvo analizando este 
tema con Gaseba y fundamentalmente la relación con Argentina en cuanto a los valores por los que se 
importa el gas. Me refiero concretamente a la decisión del Gobierno argentino de vender al valor de $ 1 por 
US$ 1, lo que afectó mucho el precio del gas y de otros elementos energéticos. 


Inclusive, en la Comisión del Senado, el actual Director de Energía, ingeniero Bermúdez, hizo referencia a 
que el precio podía ser menor a $ 10. Por lo tanto, quiero saber si en este costo está considerado el precio más 
alto que hoy estamos pagando en mérito a las circunstancias, que todavía se pueden rever porque hay 
acciones jurídicas en marcha. Este es un elemento fundamental. 


A su vez, también está la parte impositiva y los otros aspectos de la reglamentación sobre los que 
consultaremos al Gobierno. 


En síntesis, queremos que la Cámara nos explique desde su punto de vista cómo está compuesto el precio del 
gas. Entendemos que no es el precio final, pero sabemos que en Montevideo el gas natural será distribuido 
por Gaseba y en el interior por Conecta. 


En definitiva, quiero saber cómo afecta al gas natural comprimido el precio del gas vendido por el 
distribuidor, pero que tiene toda una cadena que llega a aquel valor de importación desde la Argentina. 


SEÑOR PERDOMO.- En realidad, creo que hay, cuando menos, tres argumentos centrales que en 
estos días han estado en debate vinculados directamente con los argumentos que aquí se han 
expresado. Creo que todos compartimos que estas tres argumentaciones tienen que ver, una, 
centralmente con lo tributario, que ha sido expuesta por el Poder Ejecutivo, y otra que nos deja una 
serie de dudas bastante importante en cuanto a la contraposición que se quiere dar entre las 
inversiones realizadas en la refinería y la utilización de combustible líquido, con relación a la 
utilización de gas, lo cual tiene que ver con inversiones realizadas y con decisiones del Poder Ejecutivo 
vinculadas con su estrategia de diversificar o no su matriz energética. En ese sentido, la conveniencia 
de la utilización de un combustible que tenemos en la región, que aparece en un momento en el que se 
da un conflicto internacional centrado en el petróleo, aparecería a simple vista como un debate de fácil 
resolución, si no tenemos en cuenta las inversiones realizadas en la refinería de ANCAP y el debate que 
por ello el país ha tenido y tiene desde hace año y medio. 


El tercer argumento, que lo describió muy bien el señor Diputado Alonso y lo mencionó el señor Diputado 
Molinelli, tiene que ver con esos comparativos centrales del precio que son los que terminan indicando la 


conveniencia o no del privado para realizar la opción y saber si la inversión que se realizará será rentable. En 
todo caso, los argumentos que se han esgrimido a este respecto sistemáticamente tienen que ver con la baja 
inversión en Argentina con respecto al gas, lo que llevaba a la falta de prospección y, por ende, a un precio 
record mínimo, como el que tenemos hoy. Además, al no haber prospección de gas para el futuro y el 
supuesto agotamiento de los pozos actuales, encarecerán el precio en el futuro, a lo que hay que sumar el 
litigio que es público y notorio y que tiene que ver con la dolarización de los precios fijados en pesos para el 
gas que se vende a Uruguay. Por lo tanto, allí hay un tema central, que es el del precio. El Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo tienen brindar el marco esencial para que el privado pueda moverse. Hay dificultad de 
fijar a mediano plazo reglas de juego básicas debido al litigio que se proyecta por ese supuesto valor mínimo 
récord que hoy tiene el gas en Argentina. He mantenido reuniones con alguna gremial del transporte y allí se 
ha planteado que el Gobierno no ha fijado las reglas de juego y la incertidumbre que trae consigo cualquier 
cambio profundo como es este de los combustibles alternativos, que ha provocado una serie de debates 
centrados en el precio. 


Hay tres aspectos a tener en cuenta: la contraindicación que se produce por la inversión que el país ha hecho 
en la refinería, el tema tributario y, por último, este inconveniente producto del litigio y proyectado por lo que 
se comenta. 


SEÑOR MOLINELLLI.- Como decía el señor Diputado Perdomo, el precio es el que va a determinar la 
decisión del privado; es decir, si es conveniente cambiar un taxi a gasoil a gas natural comprimido o si 
es conveniente invertir US$ 6.000 u US$ 8.000. Para que el privado tome la decisión el precio tiene que 
estar establecido. 


SEÑORA GARCÍA CASAUS.- Entiendo la preocupación del señor Diputado, que es la misma que 
tenemos nosotros. Cuando se llega al precio de US$ 10,59 -que es el que todos estamos manejando- se 
hace en el horizonte actual, en donde el costo del metro cúbico de gas es de US$ 0,55, que es el precio 
que ya está fijado para la comercialización de las distribuidoras. A esto se agrega un margen de 
distribución por las inversiones que incluye dentro de ellas las que los estacioneros deberían realizar 
para llegar al precio final y el IMESI y el IVA sobre eso. 


El precio actual del gas se fija teniendo en cuenta la situación actual argentina; estamos pagando un peso, un 
dólar. Por lo tanto, este sería el precio más alto. Aquí, debemos diferenciar algunas cosas. El gas ha estado en 
la Argentina en los últimos diecinueve años y se ha desarrollado y no ha sido exclusivamente el conflicto 
actual por los pozos de petróleo la causa para que esto sea así. Sí es cierto que la situación económica y la de 
temor que hoy existen en relación a los combustibles líquidos pueden estar ayudando a que en los últimos 
meses en Argentina se haya vuelvo a aumentar la cantidad de vehículos convertidos a gas. Pero tengamos en 
cuenta que estamos hablando de un millón de vehículos en diecinueve años, en un parque automotor bastante 
grande, donde solamente representamos el 14%. 


También es cierto lo que manifestó el señor Diputado Perdomo en cuanto a las inversiones que pueden hacer 
las empresas argentinas para los pozos de extracción de gas, que están utilizando como argumento el precio 
bajo que se vende a nivel local que no es el mismo que el que están exportando. Las empresas argentinas - 
como todas las que venden productos interna y externamente- tienen un balance entre lo que venden 
internamente y externamente. Externamente, están vendiendo a un precio caro, que es el que estamos 
litigando. Uruguay no es representativo, pero le venden a Chile volúmenes bastante importantes; 
seguramente, los pozos argentinos, en particular, están tratando de llegar a Brasil para hacer lo mismo. Por lo 
tanto, el precio promedio se eleva bastante cuando se hace el promedio de lo que exportan más lo que venden 
al consumo interno. Obviamente, son empresas que tienen que hacer supresión porque en el último año han 
estado perdiendo dinero. También es cierto que las investigaciones y perforaciones las habían parado antes de 
que ocurriera esto porque tenían un excedente, tenían reservas para setenta años; ahora, utilizan esto como un 
elemento de coacción a nivel de Gobierno para tratar de acelerar la situación. Creo que no nos deberíamos 
preocupar por eso, sino más bien por qué política interna vamos a utilizar para la determinación del precio 
final. El precio de compra hoy en día estaría, prácticamente, en su máximo; lo que puede pasar es que el 
costo del gas bajara y no que aumentara y lo que está incidiendo son los márgenes de distribución que tengan 
los estacioneros para poder cubrir sus inversiones que son importantes, que van desde los US$ 250.000 a 
US$ 500.000, que dinamizarían mucho a la construcción, mano de obra, etcétera. Lo que sí hay que definir es 


el IMESI y el IVA, que a priori estaría definido al igual que el gasoil, pero todavía no está la cereza sobre la 
torta. 


Reitero que no creo que tengamos que preocuparnos por el precio de costo del combustible en sí, que está 
determinado y que ha sido analizado durante mucho tiempo por la Dirección Nacional de Energía, que fue 
una de las grandes negociaciones que han hecho las distribuidoras con el Gobierno para la fijación de sus 
precios. Este tema se ha analizado y estudiado teniendo en cuenta muchas variables y creo que en este 
momento tenemos el costo más alto; creo que podría ser a la baja y no a la suba. 


SEÑOR FAGÚNDEZ.- En primer lugar, quiero señalar que los discursos se repiten siempre. Bastaría 
reunir al señor Ministro o a integrantes de Gobierno -con nombre y apellido, Jorge Sanguinetti- para 
elaborar una exposición que se repita en todos lados. 


Se habla mucho de las inversiones que ha hecho ANCAP: US$ 150:000.000 en refinería y casi 

US$ 70:000.000 en el gasoducto. ¿Cuál es la perspectiva de recuperación de esas inversiones? No pensemos 
solo en las tres mil personas de ANCAP, sino globalmente en el Gobierno, en el país con tres millones de 
habitantes. El gas no interfiere con el problema de ANCAP; ANCAP hizo su negocio y es su negocio. Este es 
un negocio del país todo. 


En segundo término, quiero señalar que Argentina no es el único posible proveedor de gas, también tenemos 
a Bolivia y a Perú; no estamos atados. Cuando se fijó el precio de margen distribución mayorista, se hizo - 
como dice la licenciada García Casaus- teniendo en cuenta un peso un dólar; estamos en el máximo, si 
conseguimos mejorarlo, lo vamos a mejorar a la baja, nunca a la suba. 


En cuanto al tema tributario, considero que el Gobierno lo tiene que razonar. Los números son clarísimos: 
cuánto más aumento cosas, menos recaudo. Estos son números que tenemos hace cincuenta años en este país 
y existen veinticinco personas dentro de tres millones que todavía no se dieron cuenta de eso. 


En lo que refiere al precio de gas de venta, consideramos que necesariamente tiene que ser razonable. Esto es 
que nos cierren las cuentas a nivel de Gobierno y Estado y que nos cierren las cuentas a nivel de inversiones 
particulares. El ingeniero Bermúdez habla de un costo por debajo de los $ 10. Podemos hablar del número 
que sea, el problema es el valor razonable. 


El mayor problema que tenemos es como se ha quedado el Gobierno. Tenemos un precio de compra de gas 
definido hace mucho tiempo, pues sabíamos que el gas venía. El gasoducto se estuvo haciendo durante 
mucho tiempo, luego se rompió y hubo que repararlo. Es decir, el tema del gas no es nuevo. Argentina es un 
país que tiene una normativa razonablemente bien hecha, y nosotros contratamos gente para copiársela. 
Todavía no tenemos nada y hace mucho tiempo que lo tenemos. Entonces, ¿quién lo entiende? 


Me gustaría que se hiciera un debate general, porque no adelanta nada que nos reciban en este ámbito a 
nosotros, al señor Ministro o a quien sea y que cada uno diga lo suyo y se vaya. Aquí, hay que trabajar. Si el 
señor Presidente de ANCAP dice una cosa y el señor Ministro otra, tenemos que descubrir quién tiene razón. 


Hace años que tenemos el tema gas en puerta, pero el Gobierno aún no lo ha definido y lo que necesitamos 
es, precisamente, definición. 


SEÑOR MOLINELLI.- El país ingresó en un cambio en la matriz energética. El gas venía primero 
para uso industrial, comercial y, luego, para uso vehicular. Por lo tanto, este es un tema que debemos 
abordar. 


SEÑOR FAGÚNDEZ.- Considero que la responsabilidad de las personas es directamente proporcional 
al cargo que ocupan. 


Hoy día existen conversiones en vehículos con garrafas de trece kilos, porque existe un vacío legal y por la 
necesidad de un combustible más barato. ¿De quién es la responsabilidad? ¿Es del particular que tiene una 
garrafa de trece kilos en su coche, del Ministro, del Diputado, de nosotros o para arriba? SEÑOR 
PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación y señalamos, para su tranquilidad, que todos los 


miembros de la Comisión estamos de acuerdo en que este es un tema que hay que definir, buscando los 
equilibrios en beneficio de la nación. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mesa Nacional del Gas Vehicular) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería) 


La Comisión de Industria, Energía y Minería da la bienvenida a una delegación del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, integrada por el señor Ministro, doctor José Pedro Bordaberry, el Director 
Nacional de Energía, ingeniero Álvaro Bermúdez, el Subsecretario, contador Roberto Acle, los asesores 
ingenieros Augusto Tricotti y Jacques Montouliu Fusario, la Gerente de URSEA, ingeniera Julia Antmann y 
el Presidente de URSEA, economista Carlos Costa. 


El motivo de la invitación es para tratar temas de energía, fundamentalmente, el del gas, del que existen tres 
proyectos en esta Comisión. Uno de ellos viene del período pasado, que refiere a la distribución de gas por 
ductos, del que hemos recibo algunas opiniones. 


Entendemos necesario retomar el tema y tratar de resolverlo de común acuerdo con el Poder Ejecutivo. 
Además, otro aspecto a analizar es uso del gas natural vehicular. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Antes que nada, quiero agradecer la 
invitación. 


En cuanto al proyecto de ley de gas destinado a ser distribuido a través de redes y ductos -redactado por mi 
antecesor en el Ministerio, el doctor Abreu-, lo considero muy bueno. Dicho proyecto fue presentado por el 
Poder Ejecutivo en mayo del año pasado y resume con mucho acierto los principios que creemos debe tener 
esta actividad. El Poder Ejecutivo fija la política en materia energética, en este caso el de la distribución de 
redes de gas; existe una regulación a través de un órgano independiente y, además, los particulares compiten 
dentro de ella. Me parece que esta es la mejor forma de encarar este tema. 


Cuando uno lo dice de esta manera parece muy sensato; lo que sucede es que en nuestro país en esta y en 
otras áreas, la misma entidad pública fijaba la política, regulaba y competía o tenía el monopolio. Entonces, 
me parece que es muy bueno cuando uno llega a este tipo de proyectos que realmente han hecho la cirugía 
necesaria en la actividad, la han separado y han puesto la competencia bien precisa en cada lugar. Si bien esta 
es una actividad privada que se declara de interés público, creo que es muy importante cuando la ley 
establece que queda sujeta al derecho a la competencia, pero sin renunciar a los necesarios controles y las 
limitaciones necesarias reclamadas por el interés general. O sea que al mismo momento que está 
estableciendo la libertad de competencia, está estableciendo que esa libertad no es irrestricta para que por 
cualquier conducta los agentes lleven adelante actividades que no permitan esa competencia. Me parece que 
es una ley muy buena. 


No sé si la idea era ver artículo por artículo o las normas en general. 


Además de la competencia hay otros principios que son los que ha aplicado y quiere aplicar el Poder 
Ejecutivo que hablan de la eficiencia, de la regularidad, de la confiabilidad, de las tarifas equitativas, del 
tratamiento no discriminatorio y de dos cosas que son parte de la estrategia no ya del Poder Ejecutivo sino 
del país entero que es la defensa del consumidor y la protección del medio ambiente. 


Creo que es una ley adecuada en cuanto a sus soluciones. Además, las distintas fases realmente están bien 
diferenciadas, tanto lo que es el transporte, el traslado, la construcción y otras actividades como la 
distribución. Pienso que ese es el camino que tenemos que seguir. Aclaro que esta ley es para el traslado de 
gas en redes y que en este caso no estaría alcanzando al gas que no se traslada a través de redes. Ese es el 
proyecto que se presentó en mayo del año pasado. 


SEÑOR MOLINELLI.- El señor Ministro decía que este proyecto de ley ya ha estado a estudio de la 
Comisión el año pasado. Desde nuestro punto de vista reviste mucho interés porque en principio 
compartimos conceptos generales a los que hacía referencia el señor Ministro, pero también debemos 
decir que cuando comenzamos a estudiar este tema se daba una realidad distinta; es decir, la ley que 


creó la URSEA todavía no estaba aprobada. En aquel momento la Comisión comenzó a hacer un 
estudio de este proyecto en profundidad y recibió a todos los involucrados en el tema, es decir, a todos 
los actores públicos y privados: estuvo ANCAP, UTE y las empresas privadas involucradas como 
GASEBA, el gasoducto Cruz del Sur y CONECTA. Prácticamente, se recibió a todos los relacionados 
con el tema. A la URSEA no se la recibió porque en aquel momento no estaba creada. También se 
recibieron propuestas de todos los sectores y la Comisión las ha querido analizar. En un momento, la 
Comisión se encontró con la intención de hacer una síntesis de todo lo que había recibido y plantearlo 
nuevamente al señor Ministro -en aquel momento el Ministro era el doctor Sergio Abreu- y al Director 
de Energía que en aquel momento actuaba. La Comisión quedó en ese “impasse” porque no se logró 
coordinar un proyecto en conjunto. Si hubo esfuerzos de señores Diputados que integran la Comisión - 
así como del señor Diputado Sebastián Da Silva que el año pasado integraba la Comisión- de unificar 
esas normas para ver cómo se puede adelantar en el tema. 


Creo que analizar artículo por artículo no va a ser adecuado, pero sí tenemos mucho interés en conocer la 
posición del Ministerio en cada una de las propuestas hechas por UTE y por distintos organismos. Nos 
preocupa el tiempo; la verdad es que ha corrido un tiempo bastante largo. Esta Comisión es de la Cámara de 
Representantes y este tema puede ser considerado en el plenario o puede tener el mismo proceso en la otra 
Cámara. Queremos ver la metodología en la cual nos podemos aplicar para que la Comisión tenga la 
información exacta de todas las propuestas hechas y como quedan dentro del concepto general 


Quisiera saber cuál es el tiempo que establece el Ministerio y los organismos competentes para un tema tan 
importante, como es, precisamente, la regulación de la distribución de todo el gas. Si bien puede haber 
normas de la unidad reguladora hay otros temas que sin lugar a dudas nos parece que deben ser legales. Nos 
parece que este punto es de importancia. 


SEÑOR PERDOMO.- Es un gusto tener a una importante delegación del Ministerio y también parece 
relevante la presencia de la Unidad Reguladora. 


Como bien decía el señor Diputado Molinelli cabe comentar que la génesis y el procesamiento de esta ley ha 
tenido circunstancias que la han llevado a un atraso importante. Me refiero a que ha habido un largo proceso 
en la Comisión y luego la retirada del Partido Nacional del gabinete que llevó a un cambio ministerial. En 
estos días, tuvimos la oportunidad de hablar con el nuevo Director Nacional de Energía, el ingeniero 
Bermúdez y agradecemos la forma en que nos recepcionó la inquietud que le hemos presentado. Ha habido 
vicisitudes varias como cambios de autoridades y un extenso procesamiento de esta iniciativa de ley 
propuesta por el Poder Ejecutivo. 


El señor Diputado Molinelli se refería a que en esta recepción de comitivas se abordaba, con distintas 
opiniones, este proyecto de ley y que habíamos podido juntar en un documento que le alcanzáramos al señor 
Ministro en la anterior oportunidad iniciativas provenientes de ANCAP, de UTE y de la empresa GASEBA. 
No sé si ese documento fue aportado o no. Me refiero a una serie de observaciones que realizaban tanto estas 
empresas públicas como la distribuidora de gas en Montevideo. 


En el día de ayer recibimos nuevamente a la empresa GASEBA y tenemos frescos algunos conceptos de esa 
reunión. Un tema importante refiere a los topes de distribución que se estaban estableciendo en 5.000 metros 
cúbicos en este proyecto de ley y que tenían un antecedente en la ley_de urgencia. Además, había alguna otra 
referencia en algún decreto que reglamentaba las instalaciones de 1:500.000 metros cúbicos; había un decreto 
anterior del año 1997 que establecía 100.000 metros cúbicos y luego, cuatro meses después -en enero de 
1998-, arrancamos con 5.000 metros cúbicos. Hicimos alguna averiguación y sabemos que en la región 
también hay un tope de 5.000 concretamente en Argentina, más allá de que viene en un proceso gradual y de 
maduración de mercados, que es un poco el argumento de la distribuidora en este caso. 


Creo que hoy es muy importante la presencia del Director Nacional de Energía, pero además la presencia de 
la gente de la Unidad Reguladora para esclarecer este concepto, que es el que tengo más fresco. Recuerdo los 
contenidos de las observaciones realizadas por ANCAP y UTE. 


Para finalizar me referiré al tema central de la visita en el día de ayer. Se terminó con una propuesta por la 
cual se realizaría un proceso gradual, es decir, se elevaría ese tope a 10.000, llevando este tope propuesto por 
el Poder Ejecutivo de 5.000 metros cúbicos al momento en que se liberalice y caiga el monopolio de la 


posibilidad de importación de combustible en el año 2006 por parte de ANCAP, en el entendido que el fuel- 
oil es el combustible que directamente compite con el gas. Esa fue, en síntesis, la propuesta que escuchamos 
en el día de ayer por parte de GASEBA, observación sobre la que nos gustaría escuchar su opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos saber si las autoridades refrendaban el proyecto original sobre 
el cual el Ministerio envió algunas modificaciones que no eran sustanciales. 


SEÑOR MELLO.- Lógicamente, este proyecto de ley afecta a actores públicos y privados y recibimos a 
unos y otros. Si revisan las versiones taquigráficas verán que todos ellos realizaron observaciones al 
proyecto de ley. En ese momento existía otro escenario y el señor Ministro de entonces dio respuesta a 
esos planteos; nos referimos a ANCAP, UTE y GASEBA. Creemos necesario saber qué opina el 
Ministerio respecto a estos planteos, sobre todo de los actores que tuvimos en la mesa de trabajo. 


Como el tema de los precios del gas está en conexión con este proyecto de ley y con el que se analizará en 
segunda instancia, quizás el Ministerio nos pueda dar en el día de hoy alguna información. Esto nos parece 
muy importante porque en la Comisión respectiva del Senado se nos había informado que, posiblemente, 
habría reuniones con los empresarios argentinos que venden gas al Uruguay y sería oportuno aprovechar este 
momento para analizar qué pasa con el precio en general y a dónde hemos llegado en las tratativas planteadas 
con la República Argentina. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Antes que nada, debo decir algo que 
no me da vergiienza porque creo que cuando las cosas suceden has que decirlas. 


El segundo proyecto de ley no estaba entre los antecedentes que yo tenía en el Ministerio; tenía el 
antecedente del primer proyecto, que es el que había estudiado y no tenía conocimiento de las observaciones 
posteriores. Estas son cosas que ocurren cuando uno ocupa el lugar de otro y constituye una falencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Molinelli) 


Voy a estudiar las nuevas modificaciones junto con la Dirección de Energía y con la URSEA y, en un plazo 
de quince o veinte días podremos considerar el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece oportuno dar un plazo para que el Ministerio analice las 
propuestas porque, como se dijo, el interés final es que la distribución de gas brinde un beneficio a la 
población en general ya sea a través de la industria, el uso domiciliario o el uso vehicular. 


Aunque tenemos los plazos que mencionamos porque creemos que no podemos dilatar mucho este tema, nos 
parece un método adecuado tener una nueva instancia de encuentro. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Obispo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema que hemos querido encauzar pero, por distintos motivo, no 
hemos podido. Sin embargo, tenemos interés en realizar un trabajo concreto porque, como aquí se ha 
dicho, hay opiniones de empresas públicas y de privados y hay que buscar el equilibrio, por supuesto, 
pensando en el país. Me parece correctísimo darle un plazo al señor Ministro para estudiar el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERIA.- Nos gustaría que nos proporcionaran 
a nosotros y a la URSEA las versiones taquigráficas correspondientes. Contando con ese material creo 
que en quince días podríamos encontrarnos nuevamente. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero formular una propuesta de carácter procesal. 


Quizá cuando el señor Ministro estudie los antecedentes no sea necesaria su comparecencia ante la Comisión. 
Puede darse que suscriba todas las enmiendas que tuvo el proyecto original y que, como él ya expresó que lo 
suscribe, en forma epistolar demos trámite al tema. De esta forma, se evitaría una nueva comparecencia que 


sabemos que, por una parte y por otra, a veces es difícil de compatibilizar. Esto permitiría dar un rápido 
tratamiento al proyecto. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Creo que es bueno consultar a todos 
los involucrados; nosotros también lo hacemos y nos parece que es lo correcto pero, obviamente, 
quienes están compitiendo tratan de asegurarse las mayores porciones del mercado, por ejemplo, 
subiendo el consumo de 5.000 metros cúbicos a 10.000 o a 20.000 para que únicamente se le pueda 
comprar a uno y que los grandes consumidores no puedan elegir otras fuentes. Claramente, ese tipo de 
cosas son contrarias al espíritu del proyecto inicial 


Creo que todos los uruguayos tenemos esa tendencia a tratar de asegurarnos un mercado para nosotros. Yo 
también lo quisiera; si fuera posible, me gustaría que saliera una ley que obligara a que el único abogado 
fuera yo, pero me parece que eso llevaría a que fuera ineficiente, atendiera mal y, obviamente, pudiera subir 
las tarifas y entonces el consumidor se viera perjudicado. Me parece que el norte es muy claro en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclara que el planteamiento de GASEBA tiene que ver con la Ley 
N? 17.292, y no con este proyecto original. Quiere decir que ese planteo del límite no está incluido en 
este proyecto. Lo que planean hacer es modificar la Ley_N” 17.292, que tal vez considere un tope de 
5.000 metros cúbicos. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco la aclaración del señor 
Presidente. 


Creo que en esto vale la pena hablar de los principios generales. 


Queda pendiente el tema solicitado por el señor Diputado Mello y alguna aclaración previa. El señor 
Diputado nos pidió que informáramos acerca del estado en que se encuentran las negociaciones por los 
precios en Argentina. Y acá hay algunas cosas que quizás es bueno tener bien claras. 


Los precios ya están negociados; son negocios entre privados o entre empresas del Estado y suministradores 
de allá, y hay contratos que están vigentes. Lo que sucedió es que el Gobierno de la República Argentina 
emitió un decreto que modificó las relaciones contractuales entre las partes, y lo que está sucediendo en ese 
caso es que las propias empresas han iniciado los procedimientos impugnatorios para que se reconozca el 
contrato anterior. En el medio, nosotros hemos iniciado conversaciones y negociaciones con la Secretaría de 
Energía de la República Argentina, para ver si es posible no tener que llegar a un pronunciamiento judicial 
para, en ese caso, recién aplicar el tema de las tarifas y poder dotar de certeza y seguridad el suministro de 
gas en el país. Esa es la situación. 


En ese sentido, hemos dividido el análisis de los distintos costos en dos partes. Uno es el costo en la fuente, 
es decir en quien extrae el gas, que es una empresa; otro es el costo del transporte del gas, es decir, quien lo 
transporta desde la fuente hasta la frontera y, obviamente, después está el costo de gas a través del gasoducto 
Cruz del Sur y de una empresa llamada “Gas Link S.A.”, que también está dentro de la República Argentina. 


O sea que son distintos los suministradores de cada precio, y lo que puede hacer en ese caso la Secretaría de 
Energía, que es quien aprueba las tarifas, es hablar con las empresas para que respeten los contratos 
anteriores o, eventualmente, que no apliquen el decreto, porque esto sigue estando dentro de la órbita de la 
libertad de contratación. Pero si sale un decreto del Poder Ejecutivo que les dice que lo que cobraban a 1 
ahora lo pueden cobrar a 3, lógicamente las empresas lo van a cobrar a 3 porque van a multiplicar por 3 su 
situación. 


Ahí se plantea una serie de problemas que creo que son bastante claros. Uno de ellos es que en este momento 
somos un comprador de gas de la República Argentina casi inexistente, muy pequeño, y la solución que 
tomen con nosotros se puede aplicar a otros países que también le compran y, por ende, el tema no somos 
nosotros sino los otros países que, quizás, se podrían ver beneficiados. Eso es bueno y es malo; es malo en un 
sentido, pero nosotros estamos manejando tres argumentos que nos parecen de peso. En primer lugar, que 
como nuestro mercado es inexistente, cuando uno va a abrir un mercado, hace una inversión para abrirlo -lo 
que los americanos denominan “soft opening”; ese es el primer argumento. 


En segundo término, que los otros que le compran a Argentina no devaluaron su moneda como Argentina y 
nosotros. Ese es el segundo argumento, porque Argentina ha hecho esto por el tema de los consumidores. 


Y, quizás, el mayor argumento -y, sin lugar a dudas, creo que es el de mayor peso- es que los otros que le 
compran gas a Argentina no son parte del MERCOSUR, y los acuerdos del MERCOSUR obligan a no 
discriminar a los Estados parte. Ese es un argumento jurídico que para mí le da base a la Secretaría para no 
aplicar este decreto, porque se estaría incumpliendo con los acuerdos del MERCOSUR. 


Entonces, vamos a ver si terminamos de agotar estas tratativas. La última vez nos propusieron una rebaja en 
el precio de la fuente, que no era muy grande medido en dólares; era una rebaja que se situaba alrededor del 
15%. También nos ofrecieron una rebaja en el transporte de un 20%, pero todavía estábamos lejos de aquello 
a que habíamos llegado. 


Quedamos en estudiar toda la cadena, porque esa empresa “Gas Link S.A.”, que tiene solamente 40 
kilómetros de distribución, y que va desde el transportista argentino que viene del sur y el gasoducto Cruz del 
Sur, es propiedad de dos de los socios del gasoducto Cruz del Sur, pero además es propiedad de UTE en un 
porcentaje. Y esa empresa tiene sus precios en dólares, lo que se transformó en un argumento en contra 
nuestra, porque lo que estábamos pidiendo que no se hiciera lo estaba haciendo una empresa del Estado. Es 
ese tipo de situaciones que se dan, pero seguimos avanzando en la negociación del precio. Creo que también, 
poco a poco, se va a ir acomodando la situación por lo que está ocurriendo con el peso argentino, que ayer 
rompió la barrera de los $ 3 en su paridad con el dólar, estaba a $ 2,97 y, aparentemente, podría seguir 
bajando, dada la liquidación de divisas por los exportadores de la República Argentina. Esa es un poco la 
situación actual. 


Cuando tengamos terminado todo el estudio vamos a volver a allá y, eventualmente, si no llegamos a un 
acuerdo con la Cancillería, tendremos que tomar las medidas dentro del ámbito del MERCOSUR. 


SEÑOR MELLO.- Entendemos el proceso al que se está dando lugar. Según las últimas palabras del 
señor Ministro ¿hacen acuerdo que también el señor Ministro de Relaciones Exteriores está manejando 
el tema? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Sí. Acá hay dos vías. En el mes de 
diciembre, junto con el Embajador Valles, participé de reuniones en Argentina y después tuvimos otras 
en Uruguay. La última vez fui yo solo a conversar con el Secretario de Energía, porque no era un tema 
de negociación MERCOSUR sino de tratar de ver si era posible que la Secretaría intercediera ante las 
empresas para que hicieran esas bajas; no para que se aplicara o no el decreto. Creo que para eso hay 
dos vías: se impugna el decreto y no se aplica o se aplican las normas del MERCOSUR y el decreto 
queda sin efecto, lo que puede llevar un cierto tiempo. Se siguen haciendo negociaciones por cierto 
tiempo o, quizás, podemos decir -en aquello que mencioné al principio- que en el ámbito contractual 
las empresas de allá llegan a un mejor precio con las empresas de acá y la Secretaría de Energía lo 
homologa, y entonces, llegamos más rápidamente a ese camino o a una solución quizás no igual pero si 
satisfactoria para las dos partes, que nos dé certeza. Esas son las dos estrategias que estamos 
aplicando, tanto a nivel negociación de Cancillería, tanto alentando negociaciones que es que se 
sucedan negocios contractuales entre las empresas que lleguen a una solución parecida. Es tener los 
mismos escenarios a la misma vez para ver cuál de los dos llega primero a una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora nos gustaría escuchar la opinión del señor Ministro acerca de los 
proyectos de los señores Diputados Mello y Arregui sobre el tema del uso del gas natural vehicular. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En primer lugar, quiero reiterar algo 
que digo siempre con relación a este tema: soy partidario de la ampliación de la fuente de energía de 
combustible para los vehículos, es decir, la llegada del gas natural vehicular. Me parece que es una 
política sana y sensata que haya una fuente más de combustible, de energía para los vehículos. Además, 
me parece que el gas natural es justamente eso: natural, con lo cual está dentro de la estrategia general 
del país que -como mencionábamos hoy en el otro proyecto de ley- refiere a la protección del medio 
ambiente. Es una ventaja comparativa para Uruguay la situación de su medio ambiente, lo que 
tenemos que preservar. Además, se cumple con otro principio que me parece esencial que es que el 


consumidor pueda elegir lo que es mejor para él. De esa forma, ante mayor cantidad de opciones, 
obviamente, quienes ofrecen esas opciones se van a esmerar para que sean mejores y, por ende, más 
eficientes y a un mejor precio. Creo que sobre el objetivo de fondo todos coincidimos y estamos de 
acuerdo con el proyecto de ley, pero debo decir que tengo mis dudas acerca de si es necesario. El Poder 
Ejecutivo podría tomar las medidas mañana mismo y emitir las regulaciones para lograr ese mismo 
objetivo, pero no significa que no sea viable legalmente y que no se pueda dictar; en la Constitución de 
la República figura como una de las potestades y atribuciones del Parlamento. 


Cuando comparecí a la Comisión respectiva del Senado -en la que estaban algunos de los señores Diputados- 
expresé que hay tres escenarios que debemos tener en cuenta y sobre los que estamos trabajando. El primero 
de ellos es la situación de ANCAP. Todos los estudios nos dicen que si se autoriza rápidamente, mañana, el 
gas natural vehicular, va a sustituir, en primer instancia, a la nafta, por varios motivos: porque es más fácil el 
cambio del vehículo de nafta al sistema nafta-gas, que el de gasoil a gas, por la brecha de precios que hoy 
existe en el mercado -el principal motivo- y porque cuando uno pasa de nafta a gas, puede volver a nafta, 
pero cuando pasa de gasoil a gas, eso no sucede sino que hay que abrir el motor, aunque hoy en día -según 
información que recabamos con el Director de Energía- en el mundo ya se están desarrollando sistemas que 
permiten que el vehículo sea tanto a gasoil como a gas. Hago esta aclaración porque al sustituir el gas más a 
la nafta -aquí podremos discutir si lo va a sustituir en un 1% un 2%, un 12% o un 13%, como se ha llegado al 
cabo de tantos años en Argentina- nos vamos a estar metiendo en la situación de la refinería de ANCAP, en 
un momento muy particular que no tengo ni siquiera que mencionar. Sucede lo siguiente: cuando se importa 
petróleo, de este se refina tanta cantidad de nafta, tanta cantidad de gasoil, tanta de fuel oil y tanta de otros 
derivados. Uno no puede decir que va a importar para refinar gasoil y nada más, fuel oil y nada más o nafta y 
nada más. Además, la refinería de ANCAP ha sido remodelada, precisamente, para refinar más nafta que los 
otros derivados. Por consiguiente, la situación de ANCAP es la siguiente: como ha aumentado muchísimo el 
consumo de gasoil y de fuel oil frente al consumo de nafta, le sobra nafta. Por ende, a esa nafta la tendrá que 
exportar o vender a un precio por debajo de su costo. Al aumentar, reitero, en un 1%, en un 2%, en un 3%, o 
en un 13% la sustitución de vehículos a nafta por consumo a gas, lo que va a suceder es que esa brecha se va 
a agrandar. Entonces, en un porcentaje que los estudios de los privados dicen que es uno, los estudios 
nuestros dicen que es otro y por lo que sucedió en Argentina, que es otra situación, vamos a estar afectando 
esa actividad de ANCAP, en dos sentidos. Uno, o llegado el momento ANCAP tendrá que dejar de refinar - 
puede ser una decisión que habrá que tomar entre todos dada la inversión que hizo el país en la refinería- o 
tendrá que cargar esa pérdida que se va a ir suscitando en el consumo de naftas por la sustitución por el gas 
en el precio del gasoil y del fuel oil. No habrá otra 


Es mi responsabilidad advertir esto. Además, también es mi responsabilidad -en eso estamos trabajando hace 
ya un mes- tratar de que los precios de los combustibles sean más sensatos, a lo que hemos llegado después 
de muchos años de tener esta diferenciación enorme del gasoil frente a la nafta. Ya hubo intentos en el país. 
Recuerden cuando se intentó hacerlo a través de una norma que emitió el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas sobre los vehículos a gas y que se transformó en ley pero finalmente fue declarada inconstitucional 
por la Suprema Corte de Justicia, lo cual llevó todo hacia atrás. Estoy hablando de lo que pasó hace ocho, 
nueve o diez años. Creo que esto debería venir acompañado por una suerte de sinceramiento más cercano a 
los costos de las tarifas de las naftas, del gasoil y del fuel oil. 


El segundo escenario que debemos tener en cuenta y es otro tema que me preocupa, es la responsabilidad con 
que este Ministerio debe actuar, frente a su colega y compañero de trabajo, el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


De acuerdo con los estudios que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas, los distintos escenarios pueden 
llevar a que como la carga tributaria prevista para el gas es la misma que para el gasoil y es menor que la de 
la nafta, lo que va a suceder es que como el gas va a sustituir a la nafta y no al gasoil, habrá una diferencia en 
la recaudación que el Ministerio de Economía y Finanzas estima que puede llegar a US$ 30:000.000 por año. 
En estos momentos una diferencia de recaudación de ese porte afectaría las finanzas del Estado. Por 
consiguiente, tendríamos que actuar con responsabilidad y solidaridad -me animo a decirlo- con el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Alegremente podríamos decir “vamos a hacer esto” y que el problema lo tenga el 
Ministerio de Economía y Finanzas, pero me parece que no es la forma en que debemos trabajar en el Poder 
Ejecutivo. Creo que sí podríamos empezar por adecuar la carga tributaria del gas natural a la carga tributaria 
del combustible que va a sustituir, que todos estamos de acuerdo en que será la nafta. Quizás deberíamos 


empezar por eso y podría ser un buen trabajo para realizar en forma conjunta. En ese sentido, todos los 
escenarios estarán prontos para la semana que viene. 


El último tema, que quizás es el que más me preocupa, es la responsabilidad con que tengo que actuar y tiene 
que actuar el Poder Ejecutivo frente a la ciudadanía en general. Los especialistas en los mercados son 
unánimes hoy en decir que el precio del gas proveniente de la República Argentina está en un piso histórico. 
El precio del gas natural en la Argentina ya era muy pero muy barato antes de la devaluación; después de la 
devaluación se pulverizó; realmente, es casi inexistente. Como el precio es tan bajo, ha llevado a que los que 
extraen el gas de la tierra no estén haciendo inversiones en nuevos pozos ni en los pozos existentes. ¿Por 
qué? Porque no les da el precio como para hacerlo. Por ende, en el corto plazo va a suceder lo siguiente: o se 
acaba la fuente o tienen que subir los precios para tener los recursos para seguir perforando; de lo contrario 
no lo van a poder hacer. Por esa razón, ese piso histórico en que hoy se encuentra el gas necesariamente va a 
tener que subir en el corto o mediano plazo. De ahí que el precio que hoy tenemos -los escenarios nos dan 
que el precio aproximado es de $ 10,5 o de $ 10,1- tendría que subir. 


Por otro lado, el combustible que sería sustituido por el gas, que es derivado del petróleo, está no en su piso 
histórico sino en su techo histórico. Los problemas de Venezuela y la guerra han hecho que su precio se 
dispare. La información llegada hoy de mañana da cuenta de que en Nigeria estalló un conflicto étnico de 
enormes proporciones y también dejaría de producir petróleo, lo cual volverá a disparar el precio. Es decir, se 
suma un conflicto en ese terreno. 


El precio del petróleo que está cerca de su techo tendrá que bajar, según dicen los analistas, a US$ 23 o 
US$ 24 el barril; no olvidemos que el último aumento dispuesto por ANCAP fue calculado en base a US$ 34 
el barril, que fue la compra que hizo en febrero. 


Entonces, ¿por qué el precio tendrá que bajar a US$ 23 o US$ 24 el barril? Porque de lo contrario se 
tornarían atractivas otras formas de producción de petróleo. En efecto, hoy hay pozos que no son rentables a 
US$ 20 o US$ 23, pero si el precio llega a ser US$ 24 o US$ 25, pasarán a serlo y tal vez se pongan en 
funcionamiento otras formas de obtener petróleo. 


En cambio, si está por subir el precio del gas -según las estimaciones de los analistas de aquí a un año-, si se 
estima que bajará el precio del petróleo y nosotros le decimos a la ciudadanía que cambien los sistemas de 
sus vehículos de la nafta al gas porque les será conveniente, o pedimos a las compañías de ómnibus o a los 
taximetristas que hagan esa inversión que tendrán que recuperar en siete u ocho años, y luego el precio del 
gas sube y el del petróleo baja, habrán hecho una inversión que no será redituable y nos dirán a nosotros con 
toda razón qué fue lo que le propusimos hacer. 


En ese sentido, estamos elaborando -estará pronto para la semana que viene y se lo enviaremos a la 
Comisión- un trabajo con los distintos escenarios de precios de gas que se plantearían, teniendo en cuenta el 
escenario actual, el que nos imaginamos y los históricos para poder tomar entre todos la decisión correcta. 
Mientras tanto, no hemos estado omisos al respecto porque la Dirección Nacional de Energía y el ingeniero 
Tricotti trabajaron en eso y ya tienen la regulación en cuanto a la distribución, almacenamiento, y uso del gas 
natural vehicular. Esta regulación tendrá que hacerla suya la URSEA porque hoy es el organismo que regula, 
por aquello que hablábamos al principio en cuanto a que nosotros fijamos la política, la URSEA les a que 
regula y el Estado y los particulares -según la situación- son los que compiten en el mercado. Obviamente, la 
URSEA tiene un procedimiento a seguir que incluye una audiencia pública y demás. El marco regulatorio 
también está a disposición de la Comisión. 


SEÑOR ACOSTA.- Es la primera visita desde que se creó la URSEA y esperemos que no sea la última, 
ya que aspiramos a estar en contacto con la Comisión e informarla sobre cuáles son nuestros planes de 
trabajo no solo para este año sino para el futuro. 


Con respecto al proyecto de ley presentado por el señor Diputado Mello, es importante recordar que el uso 
del gas natural comprimido no está prohibido; sin perjuicio de que no sea abogado, no sé si es necesario 
contar con una norma legal que habilite su uso si ya está permitido. Sin embargo, falta la normativa de 
seguridad. 


En ese sentido, estamos trabajando con el Ministerio; inclusive le hemos comunicado por nota que estamos 
en condiciones de poner a disposición de la opinión pública en un plazo de noventa días la normativa de 
seguridad con respecto al gas natural comprimido. La URSEA funciona por un mecanismo de transparencia 
de consulta pública por el cual toda su normativa la pone a consideración pública por un plazo mínimo de 
diez días y máximo de treinta para recibir contribuciones vinculadas a la reglamentación. Una vez que se 
reciben, uno está obligado a responder a cada una de las contribuciones y decir por qué se acepta o se rechaza 
y a partir de ahí sacar la reglamentación, que obviamente está sujeta, en el caso de aquellos que no estén 
conformes con la decisión, a continuar con el mecanismo de derecho administrativo y a apelar a otras 
instancias. 


En concreto, creo que esta consulta pública va en la línea del proyecto presentado por el señor Diputado 
Mello. Lo mismo sucede en el caso del gas licuado de petróleo en lo que atañe a su envasado y distribución. 
Como se sabe, los contratos que tiene ANCAP con Acodike y Riogas vencen en abril; a partir de la 
aprobación de la ley_ que creó URSEA, las condiciones en las que se deba mover ANCAP ya no son las 
mismas. En este momento, estamos trabajando con las directivas que nos da el Poder Ejecutivo al respecto. 


SEÑOR MOLINELLI.- Parte de las preguntas que íbamos a formular ya fueron contestadas por el 
señor Ministro y el economista Acosta. 


Creemos que toda la normativa vinculada a la reglamentación del uso del gas vehicular, siempre es necesaria, 
con ley o sin ley. Inclusive, el segundo artículo de la ley hace referencia a que se deberá resolver la normativa 
respecto de este tema. Es decir, aquí lo importante es contar con la normativa. Para poder utilizar el gas 
natural comprimido en los vehículos es necesario contar con normativas que regulen todo el funcionamiento, 
ya sea de distribución, almacenamiento y uso. 


Si bien los temas fundamentales son los que refirió el Ministro -además del precio, la situación de ANCAP y 
la refinación de combustible, como también señaló-, entendemos que el tema vital es la normativa. En ese 
sentido, ambos han señalado que ahora las normas tendrán el proceso que corresponde, que a nuestro 
entender es lo que importa e interesa. Si bien la ley establece un plazo, creemos que todo esto no se podrá 
hacer efectivo si no existen normas. En última instancia, las normas son las que permiten cumplir la ley. 


Por lo tanto, queríamos preguntar acerca del proceso vinculado con estas normas; sabíamos que se vienen 
elaborando desde mayo del año pasado, que hubo todo un proceso de consultas y que ahora hay una 
intervención directa de la URSEA, que antes no existía porque no se había creado. Quiere decir que ahora se 
incorpora un nuevo proceso, que es necesario para alcanzar esta reglamentación. 


Entonces, en cuanto a la habilitación del uso de estos combustibles le damos mucha importancia a las 
normas, que consideramos vital para poder aplicar las leyes. Por más que una ley diga que se autoriza, si no 
existen las normas que establezcan la seguridad y la reglamentación para que algo pueda utilizarse, estaría 
faltando el contenido. Por esa razón, el segundo artículo de la ley hace bien en referirse a las normas. 


Otra de nuestras preocupaciones es el precio, que sin duda es otro tema clave. Si el país tendrá un nuevo 
elemento energético, deberá ser útil para las distintas funciones, lo que deberá estar de acuerdo con el precio 
real con que se produzca. Uno de los problemas que existían eran los contratos que se habían hecho con las 
empresas argentinas, lo cual fue aclarado por el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MELLO.- Hemos seguido atentamente el desarrollo que ha hecho el señor Ministro con 
respecto al tema. Creo que sería bueno -si es que el señor Ministro así lo dispone- contar con la versión 
taquigráfica de lo que expresó en la Comisión la Mesa nacional de gas vehicular, así como del 
desarrollo que se hiciera sobre las fortalezas o debilidades que tiene el proyecto de ley o el trabajo 
hacia el futuro. 


Entiendo la situación de un actor público como es ANCAP en este fenómeno de la utilización del gas, pero en 
la reflexión que tenemos que hacer sobre el proyecto de ley o sobre la utilización del gas en vehículos, no 
tenemos que olvidar que ANCAP invirtió US$ 60:000.000 en todo este proceso de la introducción del gas 


Factores económicos de distinta índole han venido a introducir cambios en las expectativas, por ejemplo, de 
las distribuidoras de los transportistas, inclusive de la industria, que no ha podido utilizar en forma correcta 


esta alternativa que figuraba como una opción de gobierno. 


Creo que cuando se hacen las valoraciones con respecto a si utilizamos gas en vehículos, hay que ver como 
logramos el retorno de las inversiones que hizo ANCAP, que es un ente público. 


A todo el desarrollo de las debilidades del uso del gas vehicular y al tema de la sustitución de la nafta por el 
gas, nos gustaría introducir un elemento que nos parece de real peso. El país importa alrededor de un 30% de 
gas-oil. Cuando se importa el país gasta, así como gasta en la compra de petróleo. Ahí hay un nicho de 
mercado para utilizar el gas en vehículos. Por lo tanto, en algún momento se manejó la idea de que se podía 
utilizar el gas vehicular en lo que yo llamaría “flotas cautivas”, es decir, taxis, transporte colectiva y en otro 
tipo de flotas. Me imagino el caso de Salud Pública, que usa ambulancias que utilizan gas-oil. 


Creo que es todo un proceso, en donde el gobierno tiene que animarse, en cierta medida, a establecer una 
política a largo plazo, una política de Estado que nos ayude a sobrellevar estos vaivenes de lo que son los 
productos que nosotros compramos. Yo estoy de acuerdo. El señor Ministro de Industria, Energía y Minería 
decía: ahora el precio máximo en el petróleo, ahora el precio mínimo en el gas. Varias veces hemos hecho un 
análisis de los combustibles y somos pesimistas en cuanto a que a futuro podamos bajar el precio de los 
combustibles. Históricamente eso es lo que ha no pasado, pero nos queda la interrogante. 


Nos gustaría saber qué piensa el señor Ministro o los asesores con respecto a esta posibilidad de abrir un 
segmento sobre esa base que hemos planteado. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Recuerdo que cuando concurría a 
clases de literatura y escritura nos enseñaban que uno puede escribir desde distintas perspectivas y que 
todas pueden ser válidas. Esto es algo que se aplica a este caso. 


La perspectiva de la Mesa nacional de gas natural vehicular es una visión que es correcta desde su punto de 
vista, pero hay que observar toda la visión en el conjunto de la situación. Ellos dicen -creo que con razón- 
que ANCAP invirtió US$ 60:000.000 en esta operación del gas natural y por ende por qué ahora no viene a 
apoyarlo. Creo que viéndolo desde esa visión uno piensa que buen argumento y que bien lo manejan; pero es 
desde la perspectiva de ellos. Cuando uno se retrotrae un poco y ve la visión no ya de ANCAP sino del 
Estado entero se da cuenta que el acceso de la matriz gas al Uruguay no se planificó exclusivamente, ni 
primordialmente, ni principalmente por el gas natural vehicular. En primer lugar, se planificó por el consumo 
de energía eléctrica; ese es el gran motivo, ese es el gran consumo que hay acá. Por eso es que este año UTE 
hará en el país una central de ciclo combinado a gas. Este es el gran consumo de gas y es la gran inversión. 


El segundo motivo es el gas para la industria. Esto es lo que hablábamos hoy cuando nos referíamos a los 
privados que dicen que les suban los 5.000 metros cúbicos. Llévenlo a 10.000 metros cúbicos, porque así la 
mayor cantidad de industrias me vienen a comprar a mí. Ese fue el segundo motivo. La industria es un gran 
consumidor del gas. 


El tercer motivo en cuanto a consumo son los hogares. Me he informado con el contador Ariel Davrieux -en 
ese momento no me encontraba a cargo del tema industria- que el último motivo es el escenario de los 
vehículos. Cuando ANCAP mira esto dice que invirtió por determinados motivos. Por el último de los 
motivos -que es el del gas natural vehicular- invertí más de US$ 100:000.000 en la refinería. No quiero 
defender a ANCAP; ojalá compitiera y mucho y así espero lo haga en el 2006; me parece que ello será un 
gran avance para el país. Si la refinería no es viable tendrá que dejar de refinar. Es bueno que compita 
ANCAP, así como todas las empresas. Para lograr eso se va a tener que asociar, pero ¿qué es lo que sucede? 
En el medio hay una impugnación a la ley de asociación y de liberación de la competencia en este mercado. 
Esa es la situación al día de hoy y tengo el deber de plantearlo. 


En el segundo tema coincido con el señor Diputado Mello y lo planteé cuando concurrí a la Cámara de 
Senadores y es que quizás hay que buscar las flotas cautivas de energía como el gas-oil y empezar por algo 
más sensato. Hemos estado trabajando en eso. Por ejemplo, cambiar la flota de ómnibus de CUTCSA, que es 
la más grande, tiene un costo de US$ 8:000:000. Aproximadamente, son US$ 8.000 por cada ómnibus, pero 
tiene un problema bastante grave en cuanto a la logística. ¿Por qué? Porque hoy se carga cada ómnibus con 
gas-oil en un minuto -son mangueras tipo fórmula uno-, en cambio con el gas llevaría mucho más tiempo. 
Pero esos cambios tienen un problema más grande: necesitan un horizonte seguro de precio muy largo. 


Porque no van a invertir US$ 8:000.000 en cambiar toda la flota hoy y de repente dentro de un año no tienen 
un precio seguro. Toda esa parte cautiva tiene ese problema. Lo mismo sucede con las ambulancias de Salud 
Pública. Le hacemos cambiar el sistema al Ministerio de Salud Pública y de repente ese precio no es el 
mismo en el horizonte a un año. Ese es el camino que nos parece que hay que estudiar; esos son los 
escenarios que nos estamos planteando; estamos sacando costos; nos hemos reunido con CUTCSA y con la 
gremial de taxis; esa es quizás la solución. Quizás la solución también sea otro escenario del que queremos 
tener los números: contar con una política de precios de venta de combustible al público más sensata que la 
de hoy; partimos de que había que bajar el gas oil porque no se utilizaba en los vehículos de paseo y sí en la 
industria, en el agro y en transporte y, actualmente, la amplia mayoría está en el gas oil y ya no existe esa 
diferenciación. Esto es lo que ocurre en todos los mercados cuando, artificialmente, tratamos de influir en 
ellos: lógicamente, reaccionan. Esa es la situación. 


Tal vez deberíamos en este momento sincerar el tema de la nafta y de los costos de una vez por todas y que 
los combustibles estén más cercanos a sus costos. Después, si queremos, podremos utilizar alguno de los 
instrumentos que la legislación tributaria nos da, a través del IVA o sustituyendo impuestos por el IVA que 
después se puedan descontar. Esto es lo que se hizo -no sólo el Poder Ejecutivo sino el Parlamento también- 
cuando se aprobó la última modificación que empezó a regir en el mes de enero. 


El Ministerio tiene la voluntad de seguir trabajando junto con la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esta reunión ha sido muy positiva. 


Sin duda, nos alegra mucho la construcción de la central de energía eléctrica. Ese es otro tema que tiene que 
tratar la Comisión. 


En este tema de la energía nos habíamos comprometido con todos nuestros colegas a definir nuestro trabajo 
porque este es un año decisivo en cuanto a esas medidas que se deben tomar y estamos totalmente a 
disposición para realizar un trabajo constructivo en ese sentido. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


